INFORME SOBRE SUPUESTOS DE TRÁFICO JURÍDICO DE BIENES INMUEBLES DE ENTIDADES LOCALES Y SUJECIÓN AL IVA


Respecto de los BIENES COMUNALES, el artículo 94 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio (RBEL), prevé que cuando fuere impracticable el disfrute de bienes comunales en régimen de explotación común o cultivo colectivo y no resultaren posibles las formas de aprovechamiento peculiar, según costumbre o reglamentación local, o de adjudicación por lotes o suertes, se acudirá a la adjudicación mediante precio. La adjudicación de un bien de dominio público mediante precio se enmarca en la figura concesional.

El artículo 7 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre (BOE del 29), del Impuesto sobre el Valor Añadido (LIVA) regula las operaciones no sujetas al impuesto y establece, en su apartado 9.º, que no estarán sujetas las concesiones y autorizaciones administrativas, con excepción de las siguientes:
a. Las que tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar el dominio público portuario. 
b. Las que tengan por objeto la cesión de los inmuebles e instalaciones en aeropuertos. 
c. Las que tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar infraestructuras ferroviarias. 
d. Las autorizaciones para la prestación de servicios al público y para el desarrollo de actividades comerciales o industriales en el ámbito portuario. 
Conforme a este precepto, debe entenderse que no está sujeta a IVA la concesión administrativa otorgada por un Ente Local sobre sus bienes (con las limitadas excepciones de que afecten a inmuebles afectos a actividades portuarias, aeroportuarias o ferroviarias).
En la medida en que el objeto explotado en estas instituciones tiene la naturaleza de servicio público y lo que se concede es la autorización o licencia para su explotación, el artículo 7.9 LIVA declara la no sujeción al tributo de la concesión administrativa, no debiendo el Ente Local contratante repercutir cuota de IVA al concesionario con ocasión de su concesión.

Por cuanto se refiere a los BIENES PATRIMONIALES, de acuerdo con el artículo 92 del RBEL, las Entidades Locales pueden llevar a cabo el arrendamiento y cesión de uso de sus bienes patrimoniales, de conformidad con lo establecido en el propio RBEL y en los artículos 106 y 107 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas (LPAP).
El número 23 del artículo 20 de la LIVA establece que estarán exentos del impuesto los supuestos que se citan seguidamente en los párrafos reseñados con las letras A y B, respecto de los que se hará una reflexión jurídica con fin de esclarecer el alcance de las respectivamente exenciones:
A - Los arrendamientos que tengan la consideración de servicios con arreglo a lo dispuesto en el artículo 11 de esta Ley. El artículo 11 de referencia prevé, en su apartado 2º, que se considerarán prestaciones de servicios los arrendamientos de bienes, con o sin opción de compra.
Podría entenderse que concurre tal circunstancia de arrendamiento considerado de servicios (y por tanto exento de IVA) si el arrendamiento es con la finalidad de que se destine el bien arrendado al servicio de producción y suministro de energía eléctrica, ya que el «suministro de energía eléctrica constituye un servicio de interés económico general» tal como proclama el artículo 2.2 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico. 
Estos arrendamientos de bienes que tengan la consideración de servicios -arrendamientos de bienes sin opción de compra- a los efectos de este impuesto estarían exentos de IVA por aplicación del artículo 20, apartado número 23 de la Ley 37/1992 de 28 de diciembre del Impuesto sobre el valor añadido.
B - La constitución y transmisión de derechos reales de goce y disfrute, cuando tengan por objeto los siguientes bienes: (…) Terrenos. La exención no comprenderá: (…) b') Los arrendamientos de terrenos (…) para instalar en ellos elementos de una actividad empresarial.
En principio no concurriría la exención cuando estemos ante una actividad empresarial que se va a realizar sobre terrenos de una Entidad Local que hayan sido objeto de transmisión del derecho real de disfrute sobre los mismos. 
Contrariamente, si estuviéramos ante una actividad empresarial que se va a realizar sobre terrenos de una Entidad Local que hayan sido objeto de una transmisión posesoria sin constituir tal transmisión un derecho real, no habría sujeción al impuesto.
Lo anterior implica el que haya de realizarse el ejercicio de determinar si el arrendamiento sobre bienes patrimoniales de una Entidad Local supone una transmisión de un derecho real de goce y disfrute sobre los mismos. 
El Código Civil, siguiendo los precedentes del Derecho Romano, regula el contrato de arrendamiento, y el artículo 1543, en cuanto al arrendamiento de cosas, establece que, en el arrendamiento de cosas, una de las partes se obliga a dar a la otra el uso de una cosa por tiempo determinado y precio cierto.
Respecto de la naturaleza jurídica del arrendamiento de cosas, la doctrina mantiene que el arrendamiento es un derecho personal, de crédito y ello por cuanto el arrendatario no tiene sobre la cosa un derecho real (como poder inmediato y absoluto -erga omnes- sobre la cosa), sino un derecho personal (de obligación) frente al arrendador, por lo que éste deberá de mantenerle en la posesión de la cosa arrendada, gozando de la protección posesoria, como poseedor inmediato, pero no erga omnes.
En apoyo de esta tesis puede consultarse:
https://guiasjuridicas.wolterskluwer.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAMtMSbF1jTAAAUNDM0NjtbLUouLM_DxbIwMDCwNzAwuQQGZapUt-ckhlQaptWmJOcSoANUqhvjUAAAA=WKE
Como conclusión de lo anterior, en el caso de un arrendamiento de bienes inmuebles patrimoniales realizado por la Administración Local no estaríamos en el supuesto de constitución y transmisión de un derecho real de goce o disfrute sobre terrenos y por ello en una interpretación estricta tal operación de tráfico jurídico de bienes no estaría sujeta a IVA.

Se trataría, por tanto, en los casos de arrendamientos de bienes inmuebles patrimoniales realizado por la Administración Local, de la trasmisión de un derecho personal de arrendamiento de bienes sin opción de compra (porque la compra no cabe como opción, ya que requeriría un procedimiento diferenciado para llevarla a cabo) que tiene, conforme a la propia Ley, la consideración de servicios, siendo la consecuencia la exención del IVA, con arreglo a la misma Ley.


Todo lo anterior no enerva el que de lege ferenda una Ley tan relevante como la del IVA debiera tener una sistemática más clarificadora sin presentar tanta excepción y contra excepción a la norma general, definiendo, a su vez, con mayor precisión y rigor jurídico la diferenciación entre conceptos jurídicos tan fronterizos y que por tanto pueden llevar a confusión al sujeto contribuyente, por lo cual en supuestos de duda se recomienda a los Entes Locales afectados solicitar informe concreto a los organismos de la Hacienda Estatal competentes para emitirlo o a otros órganos consultivos.   


Finalmente procede hacer una referencia a que los bienes comunales de las Entidades Locales no han dejado de tener tal naturaleza si no se ha llevado a cabo la desafectación de los mismos, por lo que el acto de disposición que se haga sobre ellos en estos casos de ausencia de desafectación no sería un arrendamiento de bienes, al no tener éstos el carácter patrimonial, debiendo evitar tales Entes caer en tal confusión  terminológica en el tráfico de sus bienes, que, por otra parte, deben mantenerse en el Inventario inscritos con la verdadera naturaleza jurídica que les corresponde.  


Sin perjuicio de cualquier otro informe mejor fundado en Derecho.
